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INTRODUCCIÓN1 

1. Nueva Zelandia tiene una tradición de promoción y protección de los derechos humanos tanto 
en su territorio como en el extranjero.  En 1893 se convirtió en el primer Estado del mundo que 
concedía el derecho de voto a las mujeres en elecciones nacionales.  La fundación de un sistema 
nacional de derechos humanos en Nueva Zelandia se remonta a 1898, año de la aprobación de la 
Ley de pensiones de vejez. 

2. El Tratado de Waitangi, firmado en 1840 por más de 500 jefes maoríes y los representantes de 
la Corona Británica, es el documento fundacional de Nueva Zelandia.  Es de gran importancia para 
las relaciones del Gobierno con los maoríes y sigue ejerciendo una poderosa influencia sobre la 
historia de los derechos humanos en Nueva Zelandia. 

3. Nueva Zelandia ha desarrollado una identidad nacional singular en cuanto país diverso, 
situado en el Pacífico Sur y compuesto por las comunidades europea, maorí, del Pacífico, asiática, 
africana y americana.  Esta diversidad queda plasmada en la composición del Parlamento de Nueva 
Zelandia y configura nuestra visión del desarrollo de una sociedad integradora. 

4. La idea de que toda persona merece disponer de las mismas oportunidades en la vida -"una 
vida justa"- es un componente importante de la identidad nacional y de la estrategia de derechos 
humanos de Nueva Zelandia en el plano internacional.  A partir de 1945 el país desempeñó un papel 
destacado en el fortalecimiento de las disposiciones sobre los derechos humanos de la Carta de las 
Naciones Unidas.  En las deliberaciones de 1948 sobre la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, la delegación de Nueva Zelandia abogó por incluir los derechos económicos, sociales y 
culturales.  Argumentó que los gobiernos tenían idénticas responsabilidades en relación con la 
promoción de estos derechos que con la de los derechos civiles y políticos. 

5. Uno de los compromisos esenciales de Nueva Zelandia con los derechos humanos es 
garantizar el disfrute y el respeto de estos derechos universales en la sociedad neozelandesa.  
El presente informe analiza los retos a los que se enfrenta Nueva Zelandia para cumplir sus 
obligaciones de derechos humanos, particularmente en el actual contexto de grave crisis económica 
internacional, que amenaza con frenar el progreso económico y social del país.  Se recomienda al 
Consejo que, al examinar el presente informe, se remita al documento básico de Nueva Zelandia2. 

I.  METODOLOGÍA Y PROCESO DE CONSULTA 

6. De conformidad con los principios3 del EPU, el Ministerio de Comercio y Relaciones 
Exteriores solicitó las opiniones de los interesados directos y pertinentes al elaborar este informe.  
En asociación con la Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia y el Ministerio de 
Justicia, el Ministerio de Comercio y Relaciones Exteriores celebró una serie de reuniones en 
agosto de 2008.  Participaron más de 70 organizaciones de la sociedad civil y organizaciones no 
gubernamentales.  Tras celebrarse consultas con departamentos y ministerios, a mediados de febrero 
se publicó el proyecto de informe a fin de recibir los comentarios del público durante un período de 
cuatro semanas.  Durante esta fase de la consulta, se celebró otra serie de reuniones públicas en 
marzo de 2009, en particular con los maoríes interesados.  Dadas las relaciones constitucionales 
especiales de Nueva Zelandia con las Islas Cook, Niue y Tokelau, los Gobiernos de estos países 
también tuvieron ocasión de presentar sus observaciones sobre el proyecto de informe. 

7. Las partes interesadas expresaron una amplia gama de opiniones sobre la situación de los 
derechos humanos en Nueva Zelandia.  En el marco de un diálogo abierto y constructivo, el sentir 
generalizado era que, pese a ciertos avances logrados en los últimos años, seguían pendientes ciertas 
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cuestiones de derechos humanos que sería preciso abordar y que había ámbitos en los que se podía 
mejorar.  En términos generales, las principales cuestiones tratadas durante el proceso de consulta 
guardaban relación con el marco constitucional de protección de los derechos humanos de Nueva 
Zelandia y el papel del Tratado de Waitangi; las desigualdades socioeconómicas entre los diversos 
grupos de la sociedad neozelandesa, particularmente en lo que concerniente a los maoríes; la 
discriminación; la violencia; y las repercusiones de la recesión mundial para los neozelandeses y sus 
derechos.  Durante el proceso, algunos interesados expresaron preocupación por el proceso de 
consultas y el compromiso con la sociedad civil y los maoríes.  El Gobierno reconoce esa 
preocupación y se compromete a mejorar el proceso de consulta con la sociedad civil con vistas a 
futuros informes sobre derechos humanos y procesos de seguimiento de las recomendaciones. 

II.  ANTECEDENTES Y MARCO 

8. Nueva Zelandia está situada en el océano Pacífico sudoccidental y consta de dos islas 
principales -la del Norte y la del Sur- y otras muchas que abarcan una superficie total 
de 268.021 km2.  La población total de Nueva Zelandia asciende a poco más de 4 millones de 
personas (censo de 2006).  Los neozelandeses de origen étnico europeo representan casi el 68% de 
los habitantes, frente a un 14,6% de maoríes.  Los demás neozelandeses pertenecen a los grupos 
étnicos asiático (el 9,9%), de las poblaciones del Pacífico (el 6,9%) y a grupos étnicos procedentes 
de Oriente Medio, América Latina y África (el 1%)4.  Fiel reflejo de esta diversidad étnica, 
Nueva Zelandia es un país de muchas confesiones, en el que una parte significativa de la 
población (1,29 millones) no profesa religión alguna.  De acuerdo con el censo de 2006, poco 
más de 2 millones de neozelandeses (el 55,6%) pertenecían a alguna confesión 
cristiana, 64.392 profesaban el hinduismo, 52.393 el budismo y 36.072 el islamismo. 

A.  Alcance de las obligaciones internacionales5 

9. Nueva Zelandia es parte en la mayoría de los principales instrumentos internacionales de 
derechos humanos, entre ellos el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer, la Convención contra la Tortura y la 
Convención sobre los Derechos del Niño.  En septiembre de 2008 ratificó la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad. 

10. Nueva Zelandia es parte en los Protocolos Facultativos del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer, la Convención contra la Tortura y la Convención sobre los Derechos del Niño.  Firmó el 
Segundo Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño en 2000 y está 
preparando su ratificación.  Respaldó la aprobación del Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en noviembre de 2008 y considerará, en el momento oportuno, su ratificación 
junto a la del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad.  No es parte en la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de 
todos los trabajadores migratorios y de sus familiares6, en la Convención Internacional para la 
protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y en la Convención sobre el 
Estatuto de los Apátridas.  En septiembre de 2007, el anterior Gobierno no apoyó la aprobación de 
la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas7.  Nueva 
Zelandia también ha formulado reservas en relación con el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la 
Convención contra la Tortura y la Convención sobre los Derechos del Niño. 
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11. Nueva Zelandia también es parte en otros instrumentos relacionados con los derechos 
humanos, algunos de ellos de las Naciones Unidas, en particular la Convención para la Prevención 
y la Sanción del Delito de Genocidio y de la Convención sobre la Esclavitud.  Ha ratificado 
diversos convenios de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y los convenios de la 
Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado, y es parte en la mayoría de los 
instrumentos de derecho internacional humanitario.  Es parte asimismo en el Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional y pasó a ser parte en la Convención para reducir los casos de apatridia en 
septiembre de 20068. 

12. Nueva Zelandia es miembro del Commonwealth, que asume un sólido compromiso con la 
promoción y la protección de los derechos humanos.  Como miembro fundador del Foro de las Islas 
del Pacífico, Nueva Zelandia contribuye a fortalecer la diversidad cultural y los derechos humanos 
en la región. 

B.  Marco constitucional y legislativo9 

13. Las normas constitucionales de Nueva Zelandia han evolucionado a lo largo de muchos años 
y se hacen cada vez más eco del Tratado de Waitangi, documento fundacional de la moderna Nueva 
Zelandia.  Como señalaron el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas en 2005 y el Comité para la 
Eliminación de la Discriminación Racial en 2007, el Tratado no formaba oficialmente parte de la 
legislación nacional de Nueva Zelandia.  Se han incorporado referencias al Tratado y a sus 
principios en diferentes disposiciones legislativas.  Durante la preparación del presente informe los 
maoríes mostraron mucho interés en que los acuerdos constitucionales hicieran mayor hincapié en 
el Tratado.  El Gobierno establecerá (a principios de 2010 a más tardar) un grupo encargado de 
examinar cuestiones constitucionales, que contará con representación maorí. 

14. El marco constitucional de Nueva Zelandia también establece el sistema de gobierno 
democrático y parlamentario del país.  La doctrina de la separación de poderes exige mantener la 
mutua independencia de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial a fin de crear mecanismos de 
control y contrapeso dentro del sistema y garantizar la rendición de cuentas y la imparcialidad.  
También las disposiciones constitucionales de Nueva Zelandia se basan en el estado de derecho.  
Las facultades que ejercen los parlamentarios y funcionarios tienen fundamento jurídico y la ley 
debe ajustarse a ciertas normas mínimas de justicia.   

15. El poder judicial controla al poder ejecutivo cerciorándose de que éste actúe de conformidad 
con las leyes elaboradas por el Parlamento y el common law (o derecho casuístico, derivado de los 
principios fundamentales del derecho y la interpretación de la ley escrita).  Sin embargo, los 
tribunales no pueden revocar las disposiciones de ninguna ley parlamentaria (pero sí pueden revocar 
leyes secundarias que sean incompatibles con las disposiciones de alguna ley parlamentaria).  
La independencia del poder judicial es un principio importante de la Constitución de Nueva 
Zelandia y el poder judicial se caracteriza por estar libre de injerencias políticas. 

16. Las primeras elecciones parlamentarias de Nueva Zelandia se celebraron en 1853 y el 
sufragio universal se adoptó a finales del siglo XIX.  En virtud de la Ley electoral de 1993, Nueva 
Zelandia se rige actualmente por un sistema electoral de representación proporcional mixta, en el 
que los electores disponen de un voto por partido y de un voto por circunscripción electoral.  
De conformidad con el sistema de representación proporcional mixta, el Parlamento cuenta 
normalmente con 120 miembros (diputados).  En 1867 se crearon cuatro escaños reservados a los 
maoríes para garantizar su representación en el Parlamento.  Desde 1996 se establece el número 
de escaños maoríes en función del número de personas que figuran en el padrón electoral maorí; 



 A/HRC/WG.6/5/NZL/1 
 página 5 
 
en la actualidad hay siete escaños maoríes.  En las elecciones generales, los maoríes tienen 
la opción de inscribirse en un padrón maorí o en uno general.  Después de las elecciones 
generales de 2008, 20 diputados se identifican como maoríes (el 16% de los 122 diputados del 
Parlamento), 5 como personas de ascendencia étnica del Pacífico y 6 como personas de origen 
asiático10. El Parlamento actual cuenta, además, con 41 diputadas (el 34% de los 122 diputados del 
Parlamento). 

17. Además del inglés, los idiomas oficiales del Parlamento neozelandés son el maorí 
(desde 1987) y el lenguaje de signos neozelandés (desde 2006). 

1.  Relaciones con las Islas Cook, Niue y Tokelau 

18. Nueva Zelandia mantiene relaciones constitucionales especiales con las Islas Cook, Niue y 
Tokelau (véase el anexo al presente informe).  Las Islas Cook so convirtieron en territorio 
autónomo en libre asociación con Nueva Zelandia en 1965 y Niue hizo lo propio en 1974.  Ambos 
países promulgan sus propias leyes y pasan a formar parte en tratados, entre ellos los instrumentos 
internacionales de derechos humanos.  Las Islas Cook son parte en la Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, su Protocolo Facultativo y la 
Convención sobre los Derechos del Niño11.  Niue es parte en la Convención sobre los Derechos del 
Niño.  Son responsables del cumplimiento de sus obligaciones internacionales de derechos 
humanos.  Desde 1988 se considera que, salvo expresa indicación en contrario, no se hacen 
extensivos a las Islas Cook y Niue los tratados en los que haya pasado a ser parte Nueva Zelandia.  
Antes de 1988, las medidas adoptadas por Nueva Zelandia en relación con los tratados dieron lugar 
a que se hiciera extensiva a las Islas Cook y Niue la aplicación de una serie de instrumentos de 
derechos humanos, incluidos el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su primer 
Protocolo Facultativo, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial y la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (únicamente 
en el caso de Niue). 

2.  Incorporación de los tratados internacionales 

19. Para que un acuerdo internacional surta efectos en Nueva Zelandia, sus disposiciones deben 
quedar recogidas en la legislación vigente o en nuevas leyes que apruebe el Parlamento.  Antes de 
que Nueva Zelandia pase a ser parte en un instrumento internacional de derechos humanos, el 
Gobierno evalúa la legislación, la política y las prácticas internas a fin de determinar qué nuevas 
leyes o modificaciones de la legislación vigente puede requerir la plena y efectiva aplicación del 
acuerdo en Nueva Zelandia.  En lo que respecta a la interpretación de las disposiciones legislativas, 
las obligaciones internacionales de derechos humanos del país también influyen en la jurisprudencia 
de los tribunales neozelandeses. 

3.  La legislación en materia de derechos humanos 

20. Una serie de mecanismos de las Naciones Unidas creados en virtud de tratados y la Comisión 
de Derechos Humanos de Nueva Zelandia han expresado preocupación porque Nueva Zelandia 
carezca de una Constitución que proteja amplia y firmemente los derechos humanos.  También han 
subrayado la falta de protección legislativa de ciertos derechos, especialmente de los derechos 
económicos, sociales y culturales.  El Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha 
expresado preocupación ante la posibilidad de que se promulguen leyes incompatibles con las 
disposiciones de la Carta de Derechos de Nueva Zelandia de 1990. 
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a) La Carta de Derechos de Nueva Zelandia de 1990  

21. La Carta de Derechos se promulgó con el fin de consagrar, proteger y promover los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en Nueva Zelandia y de reafirmar la adhesión del país al 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  El Fiscal General está obligado a señalar a la 
atención del Parlamento cualquier disposición de un proyecto de ley que parezca incompatible con 
alguno de los derechos o libertades enunciados en la Carta de Derechos.  El Tribunal de Apelación 
también ha sostenido que las violaciones de los derechos y libertades consagrados en la Carta de 
Derechos pueden motivar acciones contra la Corona por daños y perjuicios. 

b) La Ley de derechos humanos de 1993 

22. La Ley de derechos humanos de 1993 prohíbe la discriminación en Nueva Zelandia.  
Establece 13 motivos de discriminación prohibidos:  el sexo, el estado civil, las creencias religiosas, 
los valores éticos, el color, la raza, el origen nacional o étnico, las discapacidades (incluida la 
presencia de organismos patógenos en el cuerpo), la edad, la opinión política, el empleo, la 
situación familiar y la orientación sexual.  Las disposiciones sobre la discriminación por motivos de 
edad se refieren a personas mayores de 16 años. 

23. La Ley de enmienda sobre derechos humanos de 2001 introdujo cambios significativos, como 
el hecho de que la actuación del Gobierno (excepto en lo concerniente al empleo y al hostigamiento 
y a la victimización sexual o racial, asuntos éstos sujetos a las disposiciones generales de la parte 2 
de la ley) pasara a regirse por la norma de la no discriminación del apartado 1 del artículo 19 de la 
Carta de Derechos; la reforma institucional de la Comisión de Derechos Humanos de Nueva 
Zelandia, que elaboraría un plan nacional de acción para los derechos humanos en el país; la 
creación de una oficina independiente de actuaciones en materia de derechos humanos encargada de 
los casos de discriminación y dotada de financiación pública; y el hecho de facultar al Tribunal de 
Examen de los Derechos Humanos para declarar incompatibles las leyes discriminatorias. 

4.  Recursos, indemnización y rehabilitación 

24. Los ciudadanos que consideren que se ha violado alguno de los derechos que les reconoce la 
Carta de Derechos pueden interponer una denuncia contra el Estado.  Existen diversas formas de 
reparar esas violaciones, como las indemnizaciones por daños y perjuicios y la exclusión de las 
pruebas obtenidas en violación de un derecho garantizado en la Carta de Derechos de Nueva 
Zelandia.  Los tribunales neozelandeses también pueden suspender las actuaciones si se produce 
una demora tal que constituya una infracción del apartado b) del artículo 25 de la Carta de Derechos 
de Nueva Zelandia (el derecho a ser juzgado sin demoras indebidas). 

25. Como se ha señalado, toda persona puede asimismo presentar denuncias de discriminación 
ilícita en virtud de la Ley de derechos humanos mediante el mecanismo de denuncias de la 
Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia.  Si el proceso de solución de controversias 
fracasa o resulta inadecuado, los denunciantes pueden llevar su caso ante el Tribunal de Examen de 
los Derechos Humanos para que se pronuncie al respecto.  El Director de la Oficina de actuaciones 
en materia de derechos humanos, creada en enero de 2002, representa gratuitamente a personas que 
reúnan ciertos requisitos y que hayan denunciado violaciones de la Ley de derechos humanos 
de 1993 con el fin de que puedan llevar sus casos ante el Tribunal de Examen de los Derechos 
Humanos.  Desde 1980, este tribunal ha registrado 773 reclamaciones12. 
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C.  Estructura institucional y de derechos humanos 

1.  La Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia13 

26. La Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia se estableció en septiembre de 1978.  
Se trata de una institución nacional independiente de derechos humanos acreditada por el Comité 
Internacional de Coordinación de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos con la categoría 
"A".  El mandato legal de la Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia dimana de la Ley 
de derechos humanos de 1993.  Presenta una amplia gama de funciones y competencias, entre ellas: 

a) Defender y promover el respeto de los derechos humanos en la sociedad neozelandesa, 
así como la comprensión y el aprecio por tales derechos, y 

b) Alentar a que los particulares y diversos grupos de la sociedad neozelandesa mantengan 
y desarrollen relaciones armoniosas entre sí. 

27. La Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia también tiene el mandato de 
contribuir a resolver controversias relacionadas con la discriminación ilícita y organiza actividades 
educativas sobre los derechos humanos para un amplio espectro de organizaciones de la sociedad 
civil y de los sectores público y privado.  La Comisión cuenta con oficinas en tres grandes ciudades 
de Nueva Zelandia. 

2.  La Oficina del Ombudsman 

28. El Ombudsman es un investigador independiente que indaga las quejas suscitadas por actos 
administrativos y decisiones de los organismos gubernamentales a nivel central y local.  También 
desempeña una importante labor en la investigación de quejas relacionadas con las decisiones 
tomadas por los ministros y los organismos gubernamentales a nivel central y local en materia de 
solicitudes de información oficial, de conformidad con la Ley de información oficial de 1982. 

3.  El Comisionado de Protección de la Vida Privada 

29. El Comisionado de Protección de la Vida Privada fue creado en 1993.  Entre otras muchas 
funciones, investiga denuncias de violaciones de la intimidad y gestiona programas educativos.  
También examina proyectos de ley y sus posibles repercusiones para la intimidad de las personas.   

4.  El Comisionado de la Infancia 

30. El Comisionado de la Infancia fue creado en 1989 para velar por el bienestar de todos los 
niños y jóvenes de hasta 18 años de edad, lo cual incluye promover su participación en los procesos 
de toma de decisiones, sensibilizar acerca de los intereses, derechos y bienestar de los niños, y 
supervisar la aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño en los organismos y 
entidades gubernamentales. 

5.  La Comisión de las Familias 

31. La Comisión de las Familias se creó en 2003 para dar voz a las familias de Nueva Zelandia y 
fomentar una mejor comprensión de las cuestiones y necesidades familiares entre los organismos 
gubernamentales y en la comunidad en general.  La ley define el concepto de familia como grupo de 
dos o más personas que viven juntas.  Esta definición amplia garantiza que la Comisión vele por los 
intereses de todas familias, con independencia de su estado civil, sexo o circunstancias. 
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6.  El Comisionado de Salud y Discapacidades 

32. El Comisionado de Salud y Discapacidades, creado en octubre de 1994, es responsable de 
promover y proteger los derechos de los usuarios de los servicios de salud o servicios para 
discapacitados, así como de resolver las denuncias.  Esos derechos quedan recogidos en el Código 
de Derechos de los Usuarios de los Servicios de Salud y los Servicios para Discapacitados.  Todos 
los centros de atención de la salud y los servicios para discapacitados están obligados a protegerlos.  
El Director de la Oficina de actuaciones en materia de derechos humanos o, en determinadas 
circunstancias, la persona agraviada, pueden presentar denuncias por incumplimiento del Código al 
Tribunal de Examen de los Derechos Humanos. 

7.  La Dirección independiente de control de la acción policial 

33. En virtud de la Ley de la Dirección de control de la acción policial de 1998, la Dirección de 
control de la acción policial es un órgano de supervisión independiente de carácter civil dedicado a 
los casos de mala conducta o incumplimiento del deber de la policía.  También investiga casos de 
muerte o lesiones corporales graves ocasionados en el transcurso de acciones policiales e investiga 
las denuncias de faltas graves de conducta que le remite el Comisionado de Policía.  La Dirección 
actúa con independencia de la policía. 

D.  Medidas de política 

34. El poder ejecutivo (el Gobierno de Nueva Zelandia) exige que en todos los documentos sobre 
los que haya de adoptar una decisión el Gabinete figure una declaración sobre sus repercusiones 
sobre los derechos humanos y sobre su compatibilidad con la Carta de Derechos de Nueva Zelandia 
y la Ley de derechos humanos de 1993.  También se exige que los documentos pertinentes del 
Gobierno incluyan una declaración acerca de las repercusiones sobre las cuestiones de género y una 
perspectiva de discapacidad. 

III.  PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS 

A.  Cooperación con los mecanismos de derechos humanos 

35. Nueva Zelandia coopera con los órganos creados en virtud de tratados y los procedimientos 
especiales y apoya la labor de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (ACNUDH).  En lo que respecta a los informes elaborados para los órganos 
creados en virtud de tratados, Nueva Zelandia está al día, tras la reciente presentación del tercer 
informe periódico de conformidad con el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales.  Nueva Zelandia mantiene una invitación permanente a todos los titulares de mandatos 
de los procedimientos especiales de las Naciones Unidas, invitación sin restricciones que seguirá en 
pie.  El Gobierno estudiará el modo de mejorar sus respuestas a los cuestionarios enviados por los 
procedimientos especiales.  Nueva Zelandia seguirá haciendo contribuciones financieras periódicas 
de uso general al ACNUDH. 

B.  Cumplimiento de las obligaciones internacionales de derechos humanos 

1.  Igualdad y no discriminación 

a) Los maoríes 

36. Los maoríes representan aproximadamente el 15% de la población (censo de 2006).  
La población maorí sigue creciendo y es relativamente joven, con un 53% de personas menores 
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de 25 años en 2006.  En 2026, el 19% de la población de neozelandesa de entre 15 y 39 años se 
considerará maorí14. 

37. A pesar de las recientes mejoras de su situación socioeconómica, los maoríes siguen sufriendo 
desigualdades en los ámbitos de la educación, la salud, el empleo y los ingresos.  En 2007, 
el 10,1 % de los estudiantes maoríes abandonaron la escuela con una tasa de rendimiento nula o 
muy baja, en contraste con el 3,5% de los neozelandeses de ascendencia europea, lo cual supuso 
una mejora con respecto a años anteriores.  En el año terminado en diciembre de 2007 apenas el 9% 
de los maoríes había obtenido un título de enseñanza terciaria equivalente o superior a la 
licenciatura, frente al 22% de los neozelandeses de ascendencia europea.  Entre 2000 y 2002 (el 
período más reciente del que se dispone de datos), la esperanza de vida las mujeres maoríes era 
de 73,2 años, es decir 8,7 años por debajo de la media de las mujeres no maoríes (81,9 años), 
mientras que la esperanza de vida de los hombres maoríes era de 69 años, o sea 8,2 años menor que 
la de los varones no maoríes (77,2 años).  Los maoríes tienen más probabilidades de estar 
desempleados que los neozelandeses de ascendencia europea y ganan menos15. 

38. El Gobierno reconoce que combatir las desigualdades que sufren los maoríes es fundamental 
para el futuro de Nueva Zelandia y está adoptando medidas inmediatas para atajar las repercusiones 
de la crisis económica sobre la población maorí.  El Ministro de Asuntos Maoríes convocó una 
cumbre económica maorí en enero de 2009 y dirige un grupo de tareas ministerial sobre asuntos 
maoríes y desarrollo económico. 

39. El Gobierno también está trabajando para desarrollar y aplicar la iniciativa sobre el potencial 
maorí en todo el sector público.  El Te Puni Kokiri (el Ministerio de Desarrollo Maorí) lidera esta 
labor en cooperación con otros departamentos gubernamentales y grupos comunitarios.  Con esta 
iniciativa se aspira a orientar el desarrollo y puesta en práctica de una política pública que dimane y 
se haga eco de las capacidades y aspiraciones de los maoríes.  Así, el Gobierno aplica una estrategia 
educativa específica en el caso de los maoríes, concebida para que las prácticas del Gobierno, las 
escuelas y los maestros se concentren en mejorar el rendimiento de los alumnos maoríes, basándose 
en experiencias prácticas. 

b) Las mujeres 

40. Los sistemas internacionales de medición de la paridad entre los sexos16 clasifican a Nueva 
Zelandia en posiciones elevadas, pero sigue habiendo retos pendientes, entre ellos:  cómo valorar la 
sustancial contribución del trabajo no remunerado de las mujeres; contrarrestar la posible 
infravaloración de los trabajos en los que predominan las mujeres; reducir la violencia contra la 
mujer; y garantizar a las mujeres el acceso en condiciones de igualdad a aquellos sectores laborales 
en los que siguen estando poco representadas17.  El índice de participación de las mujeres en el 
mercado laboral es inferior al de los hombres18.  También trabajan más a menudo a tiempo parcial y 
ganan menos que ellos19.  Están insuficientemente representadas en puestos de dirección y 
gobernanza, tanto en el sector público como en el privado20.  También están insuficientemente 
representadas en las administraciones locales, en puestos jurídicos y judiciales, en los medios de 
comunicación y en el ámbito de la ciencia21. 

41. El Ministerio de la Mujer es un organismo gubernamental consagrado a la mejora de las 
condiciones de las mujeres neozelandesas.  Con objeto de aumentar la presencia de mujeres en los 
cargos directivos del sector público, el Ministerio de la Mujer administra una base de datos de 
mujeres calificadas y designa a candidatas idóneas cuando aparecen vacantes.  Si bien se han 
registrado mejoras en la participación de las mujeres maoríes y del Pacífico en la esfera del empleo 
remunerado, así como en sus niveles de ingresos, siguen ganando menos que las mujeres de origen 
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europeo22 y es más común que realicen trabajos menos calificados y asociados a peores salarios23. 
Se ha avanzado lentamente hacia la reducción de la brecha salarial entre los sexos, que ronda 
el 12 %, con una mejora media del 0,45% anual durante el pasado decenio24. 

42. En el marco del Plan de Acción en favor de la equidad de remuneración y en el empleo, todos 
los departamentos gubernamentales, la salud pública, las escuelas públicas y los jardines de infancia 
han preparado exámenes (auditorías) y planes de respuesta de equidad salarial y laboral.  Ciertos 
centros de enseñanza superior, entidades públicas y organizaciones públicas locales están llevando a 
cabo exámenes.  Gracias a éstos, se han puesto en marcha dos estudios sobre los salarios para los 
grupos de empleos predominantemente femeninos de la asistencia social y el apoyo escolar.  
En marzo de 2009, el Gobierno decidió suspender la financiación de ambos estudios, debido a la 
presión económica y fiscal.  Sin embargo, se sigue exigiendo a los jefes ejecutivos del sector 
público que velen por que las cuestiones de la justicia natural, los derechos humanos y la 
desigualdad se sigan tratando en el marco de las buenas prácticas de gestión y de las características 
del buen empleador. 

43. El Gobierno ha adoptado medidas de asistencia familiar para contribuir a mejorar los ingresos 
de los hogares e incentivar a los progenitores, incluidos los que no viven en pareja, mujeres en su 
mayoría, a conseguir empleos remunerados.  Entre los incentivos figuran créditos fiscales y 
subsidios de alojamiento y de cuidado de los hijos.  El régimen nacional de licencia parental 
prevé 14 semanas de licencia remunerada, sujeta a un período mínimo de seis meses trabajados.  
Conforme a la legislación vigente, los empleados con responsabilidades familiares pueden buscar 
fórmulas laborales flexibles. 

44. Los indicadores generales de salud de las mujeres son mejores que los de los hombres.  
También los servicios de salud preventiva para la mujer han mejorado gracias a las vacunas 
gratuitas contra la causa de la mayoría de cánceres cervicales para las niñas y muchachas de 
entre 12 y 18 años y a las pruebas de detección del cáncer de mama para las mujeres de entre 45 
y 69 años.  Un estudio independiente llevado a cabo por el Comité de Examen de la Mortalidad 
Perinatal y Materna ha reconocido la necesidad de realizar informes más exhaustivos sobre este tipo 
de muertes, que no recojan únicamente las muertes maternas "directas" sino también las muertes 
"indirectas", en particular cuando guarden relación con operaciones quirúrgicas, enfermedades 
psiquiátricas y violencia familiar.  El estudio también destacaba la necesidad de apoyar de forma 
constante la realización de informes nacionales sobre muertes maternas, de identificar a las mujeres 
en situaciones de riesgo ligadas a problemas de salud mental y de analizar pormenorizadamente las 
tasas, más elevadas, de muertes fetales y neonatales entre las mujeres maoríes y del Pacífico. 

c) Las personas con discapacidad 

45. El Gobierno reconoce las dificultades de las personas con discapacidad en ámbitos como el 
empleo, la educación y la salud en Nueva Zelandia.  Se estima que unas 660.300 personas, es decir, 
el 17% de la población neozelandesa, declararon sufrir algún tipo de deficiencia en 200625. 

46. En los últimos 15 años, Nueva Zelandia ha realizado progresos en relación con los derechos 
de las personas con discapacidad, lo que ha entrañado velar por su acceso, en condiciones de 
igualdad, a los derechos, condiciones y prestaciones laborales; exigir la creación de accesos para 
discapacitados en todos los edificios reformados abiertos al público; y reconocer como idioma 
oficial el lenguaje de signos neozelandés.  En Nueva Zelandia, hay un ministro del Gobierno 
especialmente encargado de las cuestiones de discapacidad y una Oficina de cuestiones de 
discapacidad.  Esta última promueve y supervisa la aplicación de la Estrategia sobre la discapacidad 
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y el Ministro de Cuestiones de Discapacidad informa anualmente al Parlamento sobre los progresos 
realizados. 

47. El Comité de Servicios Sociales del Parlamento llevó a cabo en 2008 una investigación sobre 
la calidad de la atención y los servicios prestados a las personas con discapacidad.  En su respuesta 
a la investigación, el Gobierno admite la posibilidad de introducir mejoras en materia de dirección y 
en los servicios de primera necesidad para las personas con discapacidad; en materia de promoción 
y en los servicios de presentación de denuncias, así como en relación con el empoderamiento de las 
personas con discapacidad, que les permitiría hacer valer su opinión sobre sus servicios de apoyo 
personal.  El Gobierno se ha comprometido a poner en marcha un programa de trabajo para tratar 
muchas de las preocupaciones del Comité de Servicios Sociales y establecerá un Comité ministerial 
sobre cuestiones de discapacidad a fin de agilizar la colaboración a nivel de los ministerios. 

48. La discriminación y la estigmatización son aún escollos importantes para la recuperación de 
las personas con enfermedades mentales.  La campaña Like Minds, Like Mine se propone 
desde 1997 mejorar la concienciación, la comprensión y la aceptación públicas en torno a las 
enfermedades mentales.  En los tres últimos años, también se ha puesto en marcha una iniciativa 
para reducir los efectos de la depresión en la vida de los neozelandeses mediante el diagnóstico 
precoz, la aplicación de tratamientos adecuados y la recuperación. 

49. El Ministro de Salud ha aprobado un programa de trabajo para determinar posibles mejoras de 
la capacidad de respuesta y la eficacia del sistema de atención primaria de la salud en relación con 
las personas con discapacidad mental. 

d) Las personas de edad 

50. A finales de diciembre de 2006, la población mayor de 65 años de Nueva Zelandia ascendía 
a 519.940 personas, es decir, el 12% de la población total.  Las proyecciones indican que la 
población de edad seguirá creciendo y se duplicará hasta superar el millón de personas en 202826. 
Los posibles riesgos que pesan sobre las personas de edad son las actitudes, la discriminación 
laboral, los ingresos más bajos que en el caso de los grupos de edad de entre 15 y 64 años, las 
dificultades materiales, la mala salud, los malos tratos, el abandono, el aislamiento y la soledad. 

51. El Gobierno está atendiendo los problemas ligados al envejecimiento y se ha comprometido a 
reafirmar el valor de las personas mayores para la sociedad.  La Oficina encargada de los 
ciudadanos mayores se encarga de supervisar desde el Gobierno la Estrategia sobre el 
envejecimiento positivo.  Nueva Zelandia también mantiene un completo sistema de pensiones de 
financiación pública.  El sistema universal de jubilación neozelandés no está condicionado ni al 
nivel de ingresos ni al de activos. 

e) La orientación sexual 

52. Nueva Zelandia despenalizó la homosexualidad en 1986.  La Ley de derechos humanos 
de 1993 menciona la orientación sexual entre los motivos de discriminación prohibidos.  La Ley de 
uniones civiles de 2004 permite formalizar uniones civiles entre personas del mismo sexo.  A raíz 
de diversos cambios introducidos por la Ley de relaciones (referencias legales) de 2005, las parejas 
del mismo sexo reciben idéntico tratamiento que las parejas de distinto sexo, casadas o unidas de 
hecho, cuando solicitan prestaciones de la seguridad social y gozan de muchos de los derechos de 
las parejas casadas.  La ley neozelandesa no permite la adopción a las parejas del mismo sexo. 
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53. La Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia publicó en 2008 el informe del 
estudio sobre la discriminación de las personas transgénero bajo el título To be Who I am [Ser quien 
soy].  El Gobierno está preparando su respuesta a las recomendaciones del informe. 

2.  Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de las personas 

a) La violencia en la familia 

54. La violencia familiar condiciona las vidas de miles de personas en Nueva Zelandia.  
Las investigaciones llevadas a cabo sobre esta cuestión nos indican que los hombres son 
responsables de dos tercios de las muertes de los niños de hasta 14 años de edad en el país.  
Las víctimas más frecuentes de los casos más graves y mortales de la violencia familiar son 
mayoritariamente mujeres y niños.  La violencia en la familia es un problema que se da en todos los 
niveles culturales, clases, entornos o circunstancias socioeconómicas.  Sin embargo, afecta a una 
proporción significativamente mayor de maoríes, tanto en condición de víctimas como de autores de 
la violencia.  También sigue siendo un problema la violencia experimentada por gays, lesbianas y 
personas transgénero en sus relaciones familiares y de otra índole. 

55. El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial ya ha reconocido la dificultad de 
obtener protección en virtud de la Ley sobre la violencia en el hogar.  En el marco del sistema de 
asistencia jurídica financiado por el Estado, que ofrece representación jurídica a las personas que no 
pueden costearla tanto en casos civiles/familiares como en casos penales, las solicitudes de órdenes 
de protección son "gratuitas" (es decir que no se exige el reembolso, salvo en circunstancias 
excepcionales, de conformidad con el apartado 2 del artículo 16 de la Ley de servicios jurídicos 
de 2000).  En noviembre de 2008, se modificaron los requisitos exigidos para la obtención de 
asistencia jurídica con objeto de que pudiera solicitarla un número mayor de personas. 

56. El Gobierno presentó recientemente el proyecto de ley sobre la violencia en el hogar (mejora 
de la seguridad).  Su objetivo es dotar a la policía y a los tribunales penales de herramientas más 
eficaces a fin de que puedan brindar protección inmediata a las víctimas de la violencia en el hogar 
y ponerlas a salvo de nuevos actos violentos.  El proyecto de ley facultará a la policía para emitir al 
instante órdenes de protección destinadas a preservar de forma inmediata la seguridad de las 
víctimas, alejando a la persona supuestamente violenta de su hogar durante un período de hasta 
cinco días.  Otras disposiciones del proyecto de ley permitirán que los tribunales penales consideren 
dictar una orden de protección de la víctima al condenar a una persona por un "delito de violencia 
en el hogar". 

57. La elevada tasa de incidencia de la violencia familiar en Nueva Zelandia se debe en parte a la 
labor emprendida para alentar a las víctimas a notificar este tipo de incidentes y denunciar el 
problema a fin de erradicarlo.  Se han llevado a cabo actividades de sensibilización en el marco de 
la campaña mediática It's not OK [No está bien].  Esta campaña promueve el mensaje de que la 
violencia en la familia no está bien y que lo que sí está bien es pedir ayuda, y se propone modificar 
la actitud y el comportamiento de la gente en relación con ese tipo de violencia. 

58. En los últimos años se han creado cinco nuevos tribunales de violencia en la familia (lo que 
eleva su número total a siete) y en abril de 2009 se les facilitarán fondos para la contratación de 
ocho abogados destinados a las víctimas. 

59. Se ha establecido un Equipo de trabajo sobre la violencia sexual, en el que participan 
organismos gubernamentales comunitarios para dirigir y coordinar los servicios de reducción de la 
incidencia y las repercusiones de la violencia sexual.  El Equipo de trabajo presentará un informe al 
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Gobierno en julio de 2009, con recomendaciones para mejorar las políticas, los procedimientos y la 
prestación de servicios en el futuro. 

60. Además, Nueva Zelandia cuenta con una política de inmigración para las víctimas de la 
violencia en el hogar.  Ésta reconoce la situación de vulnerabilidad de los migrantes víctimas de la 
violencia en el hogar perpetrada por sus parejas neozelandesas.  Su objetivo es ofrecer ayuda a los 
migrantes que sufren abusos, así como la posibilidad de conseguir un permiso de residencia 
permanente en caso de riesgo de discriminación indebida o de dificultades derivadas de la ruptura 
de su relación y el subsiguiente regreso a su país de origen. 

61. Aunque los programas gubernamentales sobre la violencia familiar han tenido cierto éxito, es 
preciso reorientar algunas de estas iniciativas a fin de enfocar mejor las circunstancias de los 
grupos, entre ellos el maorí.  Los grupos comunitarios y de voluntarios maoríes también 
desempeñan un importante papel en la reducción de la violencia familiar y sus consecuencias en la 
comunidad. 

62. El Comité de los Derechos del Niño expresó anteriormente su preocupación por el hecho de 
que el artículo 59 de la Ley penal de 1961 autorizara a padres o cuidadores a recurrir a la fuerza 
física como instrumento para corregir el comportamiento de los niños, a condición de que la fuerza 
usada resultara razonable en las circunstancias del caso.  En junio de 2007 se derogó el artículo 59 
de la Ley penal de 1961 y se lo sustituyó por una nueva disposición que niega justificación alguna 
al recurso a la fuerza con fines disciplinarios.  Nueva Zelandia se convirtió así en el 18º país del 
mundo que prohibía el uso de la fuerza contra los niños.  En 2009 se celebrará un referéndum sobre 
el uso de la fuerza física con fines disciplinarios. 

63. El Gobierno también ha tomado medidas para mejorar el rendimiento del organismo estatal 
conocido como Infancia, juventud y familia, encargado de atender, proteger y prestar servicios de 
justicia juvenil a niños y jóvenes en Nueva Zelandia. 

64. Aunque los programas estatales han abordado el problema, a muchos niños y padres de 
familia le sigue preocupando el fenómeno de la intimidación tanto en la escuela como en la 
comunidad en general.  Preocupa que haya tanta intimidación y tan poca intervención. 

b) Los derechos de las víctimas 

65. En diciembre de 2007, una comisión parlamentaria llevó a cabo una investigación sobre los 
derechos de las víctimas y concluyó que, si bien se había hecho mucho para fortalecer tales 
derechos y prestar servicios de apoyo, por ejemplo con la Ley sobre los derechos de las víctimas 
de 2002 y la creación de tribunales de violencia en la familia, había que seguir mejorando una serie 
de aspectos.  Entre las actuales prioridades del Gobierno figura la creación de un régimen especial 
de indemnización para las víctimas; la Ley de condenas constituye un primer paso en esa dirección.  
También se está trabajando en la reforma de la Ley sobre los derechos de las víctimas de 2002 con 
el objeto de fortalecer tales derechos y el acceso de las víctimas a los servicios, lo que supondrá 
reformar el sistema de notificación a las víctimas a fin de agilizar la notificación de hechos 
relacionados con el autor del delito (por ejemplo, si éste se fuga del centro penitenciario o tiene 
derecho a la libertad condicional). 

3.  Derecho a la libertad de opinión y de expresión 

66. La Carta de Derechos y la Ley de derechos humanos de 1993 amparan el derecho a la libertad 
de opinión y de expresión.  A pesar de proteger ese derecho, las leyes en cuestión también fijan 
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responsabilidades, de modo que es ilegal, por ejemplo, usar palabras amenazadoras, abusivas o 
insultantes u otras expresiones para azuzar la hostilidad racial contra cualquier grupo de personas, 
ya sea en razón de su color, raza u orígenes étnicos o nacionales.  La Ley de derechos humanos 
también establece el delito de incitación a la discordia racial.  Aunque estas leyes han tenido una 
influencia positiva en el poder legislativo, el poder judicial y la opinión pública, la cuestión del 
equilibrio entre el derecho y las responsabilidades sigue suscitando ciertas tensiones.  Se necesita 
educación continua, así como más sensibilización en relación con los diversos mecanismos de 
denuncia disponibles. 

4.  Derecho a la libertad de religión o creencias 

67. La Carta de Derechos de Nueva Zelandia y la Ley de derechos humanos de 1993 amparan el 
derecho a la libertad de religión o creencias.  Como ya se ha dicho, Nueva Zelandia es un Estado 
laico, sin religión oficial, en el que las instituciones democráticas y las religiosas están separadas.  
Las cuestiones ligadas a la religión y las creencias se consideran propias del ámbito privado y no 
del público.  No hay restricciones legales que se refieran específicamente a grupos religiosos y si 
bien Nueva Zelandia es muy tolerante ante la diversidad religiosa, de vez en cuando se producen 
incidentes de intolerancia, hostigamiento y malos tratos por motivos religiosos.  En el año anterior a 
junio de 2008, el 5% de las denuncias recibidas por la Comisión de Derechos Humanos de Nueva 
Zelandia atañían a las creencias religiosas o éticas. 

5.  Administración de justicia y estado de derecho 

a) El acceso a la justicia 

68. En Nueva Zelandia se ha reforzado el acceso a la justicia mediante diversas medidas 
encaminadas a ofrecer asistencia letrada.  El Organismo de servicios jurídicos administra la 
asistencia jurídica y asigna fondos a los centros jurídicos comunitarios, que proporcionan 
información jurídica y disponen de abogados para ofrecer asesoramiento jurídico gratuito.  
El Gobierno acaba de anunciar que reformará el sistema de asistencia letrada.  Las oficinas de 
asesoramiento al ciudadano ayudan y apoyan a las personas con problemas jurídicos.   

69. La Ley de enmienda de los servicios jurídicos entró en vigor en 2007 y modificó los 
requisitos económicos exigidos para elevar el número de personas con derecho a esos servicios, que 
pasó de 765.000 a una cifra estimada de 1,2 millones.  Esta medida beneficiará en especial a las 
mujeres en el marco del derecho de familia y mejorará el acceso a la justicia de los maoríes. 

b) Los servicios penitenciarios 

70. La conducta de los funcionarios y empleados de los centros penitenciarios de Nueva Zelandia, 
es decir, de cualquier prisión o cárcel, está sujeta a las disposiciones de la Ley de administración 
penitenciaria de 2004 y del Reglamento de administración penitenciaria de 2005, que han 
incorporado una visión moderna de la administración penitenciaria.  Los derechos que la ley 
reconoce a los reclusos son compatibles con las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para el 
tratamiento de los reclusos y se dispone de un completo sistema de presentación de denuncias. 

71. La edad máxima de permanencia de los niños de corta edad junto a sus madres reclusas se 
elevó de 6 meses a 2 años, en virtud de la Ley de enmienda de los servicios penitenciarios (madres 
y niños de corta edad) de 2008.  Su colocación debe atender el interés superior del niño y propiciar 
la vinculación afectiva, la alimentación, la continuidad en la atención y el acceso a programas de 
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formación materna.  La reforma se aplicará en cuanto se disponga de instalaciones adecuadas para 
albergar a los niños de más edad. 

72. Nueva Zelandia está revisando sus prácticas en materia de separación de niños y adultos en 
los centros de reclusión en el marco del examen de su reserva al apartado c) del artículo 37 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño.  Nueva Zelandia cumple el apartado c) del artículo 37 
sobre la obligación de separación por edades en los centros penitenciarios.  La Administración 
Penitenciaria creó en 2005 cuatro secciones juveniles especiales en prisiones masculinas con objeto 
de habilitar suficientes camas para acoger a los delincuentes juveniles en zonas separadas.  También 
se mantiene separadas a las menores de 18 años de las reclusas mayores de esa edad, a menos que 
ello se considere contrario a su interés superior.  La creación de una sección juvenil femenina es 
inviable dado el bajo número de reclusas menores de 18 años (que normalmente no llega a cinco).  
Asimismo, se llevó a cabo un "test de determinación del interés superior del menor" para permitir 
que convivieran personas vulnerables de entre 18 y 19 años con menores de 18, cuando ello 
redundara en el interés superior de los menores de 18 años y de las personas vulnerables 
de 18 y 19 años. 

73. Hay que seguir trabajando para garantizar que los centros de detención, en particular los 
calabozos de los juzgados, y el transporte de menores de 18 años por la policía cumplan plenamente 
el apartado c) del artículo 37.  Por lo general, los presos de hasta 17 años permanecen separados de 
los adultos cuando son transportados o confinados en calabozos judiciales.  No siempre es posible 
debido a las limitaciones de los centros de detención, especialmente en juzgados pequeños de zonas 
remotas.  Se ha elaborado un protocolo interinstitucional para limitar los casos en los que se 
transporta juntos a reclusos de edades distintas. 

74. A pesar de las iniciativas emprendidas por el Gobierno a lo largo de varios años, los maoríes 
siguen estando desproporcionadamente representados en las estadísticas de la justicia penal.  
Hay indicios de que los maoríes sufren consecuencias más duras por cualquier delito del que se les 
acuse o que hayan cometido, lo cual explica el elevado número de maoríes dentro del sistema penal; 
y de que una serie de factores sociales y ambientales adversos exponen a los maoríes, desde edades 
tempranas, a un mayor riesgo de comportamientos delictivos en la edad adulta.  En abril de 2009 se 
celebrará una cumbre sobre los factores de la delincuencia, organizada conjuntamente por los 
Ministros de Justicia y de Asuntos Maoríes, para debatir y proponer el camino a seguir en relación 
con estos problemas. 

c) La justicia de menores y la delincuencia juvenil 

75. Nueva Zelandia dispone de un sistema de justicia de menores aplicable a los niños de 
entre 10 y 13 años de edad y a los jóvenes de entre 14 y 16.  El objetivo de este sistema es resolver 
los casos de delincuencia y exigir responsabilidades a los jóvenes delincuentes, pero también 
mantenerlos fuera del sistema de justicia ordinario, excepto cuando el interés público exija lo 
contrario. 

76. Al Gobierno le preocupan los casos graves y persistentes de niños y jóvenes delincuentes.  
En febrero de 2009, presentó el proyecto de reforma de la Ley sobre los niños, los adolescentes y 
sus familias (jurisdicción y mandamientos de los tribunales de menores).  Éste tiene por objeto 
mejorar y ampliar la gama de posibilidades previstas actualmente en casos graves y persistentes de 
delitos cometidos por niños y jóvenes.  Las disposiciones que prevé se centran en las causas 
subyacentes de los delitos graves cometidos por niños de 12 a 16 años de edad con vistas a evitar 
que reincidan y lograr que encaucen sus vidas de una forma responsable y provechosa para la 
sociedad. 
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6.  Derecho a participar en la vida pública y política 

77. La Ley de derechos humanos de 1993 y la Carta de Derechos de Nueva Zelandia prohíben 
expresamente toda discriminación entre personas o grupos de personas basada en el sexo, la 
sexualidad o la raza.  Ambas leyes autorizan asimismo la adopción de medidas de buena fe para 
asistir o promocionar a personas o grupos que necesiten o se suponga razonablemente que puedan 
necesitar asistencia o promoción para situarse en un plano de igualdad con respecto a los demás 
miembros de la comunidad.  En el pasado, ambas leyes han servido para justificar medidas 
destinadas a mejorar la representación de los maoríes o de las mujeres en diversos comités o juntas.  
A pesar de que la legislación no obstaculiza la participación, el porcentaje de mujeres y de maoríes 
en las administraciones locales y en los cargos de responsabilidad política (juntas sanitarias de 
distrito, consejos de administración y judicatura) sigue siendo desproporcionadamente bajo, como 
se comenta en otras secciones del presente informe. 

78. Como se señaló en relación con el artículo 2, Nueva Zelandia tiene un sistema electoral de 
representación proporcional mixta.  Gracias a dicho sistema ha aumentado el número de mujeres, de 
grupos minoritarios y de partidos políticos minoritarios en el Parlamento. 

79. Nueva Zelandia registra una elevada participación electoral y los representantes electos son de 
fácil acceso.  Una herramienta clave para la participación son las consultas organizadas por los 
gobiernos (Gobierno central y gobiernos locales).  El Gobierno, tanto a nivel central como local, 
intenta hacer participar a la sociedad en los procesos políticos.  Además de los requisitos legales 
específicos que establece una amplia gama de leyes en relación con la celebración de consultas, los 
tribunales neozelandeses también han fijado principios o elementos fundamentales de las consultas.  
Las organizaciones comunitarias tienden a buscar una colaboración cada vez más activa con el 
Gobierno en lugar de limitarse a desempeñar una función subsidiaria en los procesos de 
participación. 

7.  Derecho al trabajo y a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo 

80. En Nueva Zelandia se han logrado importantes avances hacia la plena realización del derecho 
al trabajo.  Hay leyes que reconocen los derechos de los empleadores y los empleados en asuntos 
como la remuneración, las condiciones de trabajo seguras, la protección del empleo y la protección 
contra la discriminación.  Las iniciativas del Gobierno promueven la conciliación del trabajo y la 
vida personal, así como condiciones laborales más favorables a la familia y modalidades laborales 
más flexibles. 

81. A pesar de los progresos realizados, persisten retos, especialmente dada la situación 
económica del momento: 

a) La seguridad en el empleo es una cuestión clave.  En febrero de 2009 se celebró una 
cumbre nacional sobre el empleo, que reunió a muchos de los principales líderes 
neozelandeses de las esferas de los negocios, el Gobierno, las comunidades y los 
sindicatos.  En la cumbre se presentaron muchas ideas valiosas para preservar puestos 
de trabajo en el contexto de la actual crisis y crear las mejores condiciones posibles para 
impulsar la recuperación de las empresas en cuanto mejoraran las condiciones 
económicas.  Se están poniendo en marcha grupos ministeriales de diversos niveles para 
desarrollar ideas. 

b) A principios de 2009 se celebró un taller sobre mujeres empresarias en el que se 
debatieron soluciones, ideas e iniciativas para enfrentar los retos de la crisis económica 
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y se reconoció a las mujeres su condición de grupo vulnerable en tiempos de recesión y 
desempleo.  Al Gobierno también le preocupan las repercusiones de los despidos y el 
desempleo para la mujer, a saber, un probable repunte de la violencia en el hogar.  
Los debates celebrados en el taller contribuyeron a la cumbre sobre el empleo. 

c) Las poblaciones del Pacífico siguen registrando tasas de desempleo más elevadas que 
los demás grupos étnicos de Nueva Zelandia.  También es probable que la crisis 
económica los golpee con mayor fuerza, lo que podría afectar negativamente el 
volumen de las remesas enviadas por las poblaciones del Pacífico a sus familiares en la 
región del Pacífico.  Una cumbre independiente sobre el empleo en la región del 
Pacífico formuló en febrero de 2009 una serie de ideas remitidas al Gobierno para que 
las considerara en el marco de su respuesta global a la cumbre sobre el empleo.  Nueva 
Zelandia y Australia apoyan un proyecto de reducción de los gastos de envío de las 
remesas a la región del Pacífico. 

d) A pesar de la legislación sobre la igualdad entre las edades, que ha contribuido a 
erradicar las formas más flagrantes de discriminación por razones de edad, los 
prejuicios siguen condicionando los nombramientos, la retención y la promoción de los 
trabajadores de edades más avanzadas. 

e) Subsiste el problema de la estigmación y la discriminación contra las personas con 
discapacidad que acceden al mercado laboral.  La Estrategia sobre la discapacidad 
incluye iniciativas destinadas a combatirlo. 

f) Las tasas de desempleo juvenil siguen superando a las de otras edades, problema que se 
está intentando combatir resaltando la importancia de la educación y la capacitación de 
los jóvenes de 16 y 17 años de edad.  Las tasas de desempleo de los jóvenes maoríes y 
de los jóvenes de las poblaciones del Pacífico siguen muy por encima de las registradas 
entre los demás jóvenes. 

La Ley de reforma sobre la prostitución 

82. La Ley de reforma sobre la prostitución de 2003 despenaliza la prostitución en Nueva 
Zelandia.  La ley es compatible con la Convención sobre los Derechos del Niño y el Convenio 
Nº 182 de la OIT y crea un marco para salvaguardar los derechos humanos de los trabajadores del 
sexo, protegerlos contra la explotación, promover su bienestar, su salud y seguridad laborales, y 
establecer condiciones de salud pública.  La ley prohíbe expresamente la participación de menores 
de 18 años en asuntos relacionados con la prostitución. 

8.  Derecho a la seguridad social, a la salud y a un nivel de vida adecuado 

83. Nueva Zelandia cuenta con un amplio sistema de seguridad social que presta asistencia y 
protección a los niños y jóvenes vulnerables; servicios de empleo; servicios de apoyo en materia de 
ingresos y de pensiones; financiación a los proveedores de servicios a la comunidad; y subsidios y 
préstamos a estudiantes en relación con la enseñanza terciaria. 

84. Nueva Zelandia cuenta con un plan de indemnización a todo riesgo en caso de accidente.  
Se puede recurrir a él en caso de lesiones corporales, lesiones mentales derivadas de un daño físico, 
lesiones mentales provocadas por agresiones o abusos sexuales y ciertas lesiones graduales 
relacionadas con la actividad laboral.  Las personas con lesiones cubiertas por el plan de 
indemnización y originadas directa o indirectamente por el Estado reciben una indemnización, 
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rehabilitación y asistencia financiera sin necesidad de emprender acciones judiciales contra el 
Estado. 

85. La situación económica mundial traerá consigo dificultades para los grupos más vulnerables 
de la sociedad, como los niños.  El Comisionado de la Infancia (en colaboración con Barnados y 
JR McKenzie Trust) publicó en agosto de 2008 un informe sobre los efectos negativos de la pobreza 
para los niños neozelandeses y los niveles de pobreza de la población infantil27.  El informe 
señalaba las repercusiones negativas de la pobreza infantil, como las repercusiones sobre la salud, la 
educación, la productividad futura y la participación en la sociedad. 

86. El Gobierno está adoptando medidas para atajar las repercusiones de la crisis económica 
internacional sobre los neozelandeses y poner al país en buena posición para iniciar una fuerte 
recuperación económica.  Se ha dispuesto un conjunto de medidas transitorias de ayuda a fin de 
intensificar el apoyo que se presta a las personas recientemente despedidas de un empleo a tiempo 
completo.  Después de la cumbre sobre el empleo celebrada a finales de febrero de 2009, el 
Gobierno ha propuesto ayuda financiera a los empleadores para alentarlos a que retengan a sus 
trabajadores. 

La vivienda 

87. Nueva Zelandia sigue teniendo dificultades para proporcionar viviendas adecuadas, 
especialmente en lo que se refiere a la accesibilidad y a la habitabilidad.  Los grupos vulnerables, 
como los maoríes y las poblaciones del Pacífico, están excesivamente representados en las 
viviendas de alquiler y las viviendas hacinadas.  Este exceso guarda estrecha relación con los bajos 
ingresos, la mala salud y el menor rendimiento educativo de niños y jóvenes.  La Corporación de la 
vivienda de Nueva Zelandia está encargada de prestar servicios de vivienda a las personas 
necesitadas.  Se invertirán más de 100 millones de dólares neozelandeses en reformar viviendas de 
protección oficial y 20 millones en construir viviendas nuevas.  De este modo se reducirá la lista de 
espera de las viviendas públicas en régimen de alquiler y se mejorarán las condiciones de 
habitabilidad de más 18.000 viviendas.  A finales de este año se presentarán nuevas iniciativas y 
modificaciones legislativas destinadas a promover viviendas asequibles. 

9.  Derecho a la salud 

88. El sistema de salud de Nueva Zelandia está financiado con dinero público.  La salud ocupa el 
segundo lugar en el presupuesto público del período 2008/09, con 12.000 millones de dólares 
neozelandeses.  A pesar de los avances, el Gobierno admite que la disponibilidad y la calidad de los 
servicios de salud siguen planteando importantes problemas.  Las disparidades en los indicadores de 
salud, como el índice de suicidio, siguen siendo inaceptablemente altas en el caso de los maoríes y 
las poblaciones del Pacífico.  Los índices de muerte por suicidio entre jóvenes siguen siendo altos 
en comparación con los países de la OCDE28. 

89. Las enfermedades largas, como las afecciones cardíacas, el cáncer, la diabetes, la obesidad y 
las patologías relacionadas con el consumo de tabaco son la principal causa de la mala salud y de la 
muerte prematura en Nueva Zelandia.  Afectan de manera desproporcionada a las franjas sociales 
de menores ingresos; los maoríes y las poblaciones originarias del Pacífico concentran casi el 80% 
de las muertes.  Aunque el consumo de tabaco ha bajado considerablemente en los últimos años, el 
tabaquismo sigue siendo la principal causa evitable de muertes prematuras. 

90. Hay problemas relacionados con la retención y la contratación de personal, que también 
preocupan en el sector de la salud.  En ciertas especialidades, como la obstetricia y la oncología, 
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hay escasez de profesionales de la salud, al igual que en las zonas rurales.  El Gobierno creará un 
régimen voluntario de condonación de préstamos estudiantiles para médicos, enfermeros y parteras 
titulados que acepten trabajar en comunidades y especialidades en que haya problemas de 
contratación y retención de personal. 

La salud mental 

91. La Comisión de Salud Mental se creó en 1996 para asesorar al Gobierno en asuntos de salud 
mental y servicios de tratamiento de las adicciones.  La calidad de los servicios de salud mental 
neozelandeses ha mejorado desde la desinstitucionalización, pero sigue pendiente el reto de 
acondicionar entornos seguros y adecuados para la recuperación de la salud mental, especialmente 
en lo que se refiere al apoyo a los maoríes, las poblaciones originarias del Pacífico y los jóvenes.  
También se señaló con preocupación el aumento de las tasas de rehospitalización, ciertas prácticas 
psiquiátricas, como la terapia electroconvulsiva, y la necesidad de supervisar mejor la aplicación de 
la Ley de salud mental. 

10.  Derecho a la educación y a participar en la vida cultural de la comunidad 

92. Todo niño neozelandés tiene derecho a cursar de forma gratuita la enseñanza primaria y 
secundaria en una escuela pública (ese derecho no se extiende a los niños de otras nacionalidades o 
que se encuentren en Nueva Zelandia en situación legal irregular).  Cualquier niño que se halle en 
Nueva Zelandia en situación irregular y cuyo progenitor o progenitores se encuentren en su misma 
situación pero estén tratando de regularizar su condición de inmigrantes podrá recibir un permiso de 
residencia restringido y ligado a objetivos, de manera que pueda acceder a la enseñanza pública.  
Una vez aprobada, la Ley de inmigración eliminará las trabas legales impuestas a la escolarización 
gratuita en la enseñanza primaria y secundaria de los niños residentes en el país de forma irregular. 

93. El Gobierno también financia centros para la primera infancia y centros de enseñanza 
terciaria.  La escolarización obligatoria abarca las edades comprendidas entre los 6 y los 16 años.  
Los principios fundamentales del nuevo plan nacional de estudios, que entrará en vigor en febrero 
de 2010, reconoce la importancia de los derechos humanos, del Tratado de Waitangi, de la 
diversidad cultural y de la inclusión (no sexista, no racista y no discriminatoria). 

94. El rendimiento escolar de los jóvenes ha mejorado en los últimos años en Nueva Zelandia.  
Los alumnos terminan la escuela con notas más altas, pero el sistema sigue funcionando mal para 
determinados grupos, como los niños con discapacidades y los alumnos de familias pobres.  
Hay arraigadas disparidades educativas que siguen perjudicando a los maoríes.  Recientemente el 
Gobierno empezó a establecer criterios a nivel nacional en materia de lengua y matemáticas, que 
definirán lo que se espera que sepan los alumnos en cada momento.  Una de las claves de esta labor 
consiste en informar en lenguaje sencillo a los padres de los progresos realizados por los alumnos, 
conforme a dichos criterios, y en ayudar a los alumnos que no alcancen el nivel exigido.  Para 
combatir el ausentismo escolar, el Gobierno redobló su apoyo a las escuelas y puso en 
funcionamiento un sistema de multas para los padres de niños que no asistían a clase, con multas 
más altas para los reincidentes. 

95. Como ya se ha señalado en este informe, la probabilidad de abandonar la enseñanza básica 
con una tasa de rendimiento nula o muy baja es más elevada en el caso de los maoríes, 
excesivamente representados en la categoría de alumnos que abandonan prematuramente la escuela.  
Se está investigando cómo mejorar el rendimiento de los maoríes en las escuelas de enseñanza 
secundaria ordinarias.  Se ha puesto en marcha un programa de desarrollo profesional para maestros 
a fin de atender a las necesidades concretas de los alumnos maoríes.  La diversidad de la enseñanza 
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está garantizada en determinadas zonas por 73 escuelas de inmersión lingüística en maorí.  Se trata 
de escuelas que priorizan el idioma, las culturas y los valores maoríes.  Entre otros instrumentos 
educativos cabe mencionar una versión maorí del plan de estudios neozelandés, los centros de 
enseñanza terciaria en maorí, los cursos de inmersión lingüística en maorí para maestros en 
prácticas y los centros para la primera infancia con programas de inmersión lingüística en maorí. 

96. Están apareciendo disparidades educativas entre hombres y mujeres.  Las muchachas 
consiguen mejores resultados que los muchachos en la enseñanza secundaria y tienen mayores 
probabilidades de cursar estudios terciarios.  El Ministerio de Educación ha creado un grupo de 
consulta para abordar el fenómeno del bajo rendimiento escolar de los muchachos.  Las muchachas 
maoríes y de las poblaciones originarias del Pacífico también obtienen peores resultados que las 
jóvenes de ascendencia europea y asiática y de otros grupos étnicos.   

97. Los estudiantes con discapacidad tienen el mismo derecho de asistir a la escuela pública 
ordinaria que los demás niños.  El sistema educativo presta servicios en relación con la 
comunicación, el comportamiento, el apoyo físico y la intervención temprana en favor de los 
estudiantes con necesidades especiales, incluidos los discapacitados.  Dependiendo de las 
necesidades, se habilitan secciones, aulas y escuelas especiales, que sin embargo siguen formando 
parte del sistema de enseñanza general.  Todavía hay problemas en este ámbito, especialmente en lo 
que se refiere a mejorar el acceso de estudiantes con necesidades especiales a estos servicios de 
enseñanza. 

11.  Derechos de los pueblos indígenas 

a) El Tratado de Waitangi 

98. El Tratado de Waitangi tiene en Nueva Zelandia un profundo significado para los derechos 
humanos y las relaciones armoniosas entre maoríes y no maoríes.  Como señaló la Comisión de 
Derechos Humanos de Nueva Zelandia, la dimensión de derechos humanos del Tratado y los 
derechos de los maoríes plantean un triple desafío al país:  en primer lugar, cómo reconocer y 
respetar los derechos de los indígenas de una forma que resulte justa para todos en Nueva Zelandia; 
en segundo lugar, cómo garantizar que el derecho de toda persona a participar en la sociedad 
incluya el derecho de los maoríes a participar en la sociedad maorí, y en tercer lugar, cómo afirmar 
el derecho a pertenecer a un grupo de todas las personas que viven en Nueva Zelandia29.  Estas 
cuestiones se siguen debatiendo y la sociedad neozelandesa cuenta con una amplia gama de 
opiniones al respecto.  Desde la perspectiva del Gobierno, el Tratado sienta las bases de las 
relaciones entre la Corona (el Gobierno) y los maoríes. 

99. El Tribunal de Waitangi ofrece un foro en el que atender las reclamaciones históricas y 
actuales sobre las violaciones del Tratado de Waitangi.  El Parlamento aprobó en 1975 la Ley del 
Tratado de Waitangi, por la cual se estableció el Tribunal de Waitangi.  De conformidad con dicha 
ley, todo maorí puede presentar reclamaciones al tribunal en relación con el perjuicio que le haya 
infligido (a él, ella o el grupo al que pertenezca) cualquier ley, política o práctica de la Corona 
desde 1840.  El Tribunal de Waitangi constituye, por lo tanto, una vía esencial para resolver las 
reclamaciones que susciten las injusticias cometidas contra los maoríes en el pasado.  El tribunal 
está facultado para formular recomendaciones al Gobierno sobre las reclamaciones dimanantes del 
tratado.  Estas recomendaciones no son vinculantes, salvo en el caso de ciertos bienes, como los 
bienes forestales y otros que pertenecen o pertenecieron a empresas de propiedad estatal y a ciertas 
instituciones estatales.  El tribunal ha tramitado desde 1975 más de 1.500 reclamaciones, junto a 
otras 1.800 reclamaciones recibidas hasta septiembre de 2008, fecha límite para la presentación de 
reclamaciones históricas dimanantes del tratado.  El principal cauce que siguen estas reclamaciones 
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es la negociación directa con la Corona (el Gobierno).  Ésta suele entablarse después de que el 
Tribunal de Waitangi haya publicado un informe sobre la reclamación.  Como se señaló durante la 
consulta con los maoríes, el proceso de solución de reclamaciones ya está agotando los medios y 
recursos de los reclamantes.  El Gobierno también recibe presiones para mantener el impulso del 
proceso de solución de las reclamaciones dimanantes del tratado.  La Oficina de Solución de 
Reclamaciones con arreglo al Tratado se encarga de negociar los acuerdos en nombre del Gobierno 
y de supervisar su aplicación, así como de administrar los bienes pertinentes durante ese proceso.  
Una solución de reclamaciones con arreglo al tratado suele entrañar una disculpa del Gobierno, así 
como una reparación de índole cultural, financiera y comercial, que a menudo incluye tierras.  
La plena aplicación del arreglo suele requerir la adopción de medidas legislativas. 

100.  El Gobierno y los maoríes están avanzando hacia la solución de las reclamaciones.  Como 
señaló la Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia en su último informe sobre las 
relaciones raciales, los acuerdos concertados en 2008 se saldaron con una transferencia de activos 
por un valor superior a 400 millones de dólares neozelandeses a los grupos maoríes reclamantes, así 
como con una fórmula de reparación innovadora en la que se incluyó uno de los principales cursos 
de agua del país.  Hasta la fecha se han destinado más de 1.018.000 millones de dólares 
neozelandeses al cumplimiento de los acuerdos finales y globales y a varios acuerdos parciales.  
Desde 1990 se han concertado 26 acuerdos en virtud del tratado, de los cuales 14 eran globales.  
Los acuerdos concertados en virtud del tratado abarcan el 61% de la superficie total de Nueva 
Zelandia, aunque aproximadamente el 80% se sitúa en la Isla del Sur.  Más de veinte grupos se 
encuentran inmersos en activas negociaciones con el Gobierno.  Como consecuencia de ello, el 
proceso de solución está contribuyendo a restablecer una viabilidad económica para que los maoríes 
se desarrollen en el futuro y sus tribus puedan salir adelante en sus regiones.  Si bien el Gobierno 
reconoce la importancia del proceso de reclamaciones dimanantes del tratado, no habría que 
considerarlo como el objetivo o mecanismo primordial para alentar las relaciones establecidas por 
el tratado en el futuro. 

b) La Ley de la zona costera bañada por la marea y de los fondos marinos de 2004 

101.  El nuevo Gobierno se ha comprometido a revisar la Ley de la zona costera bañada por la 
marea y de los fondos marinos de 2004, que asignó la propiedad de la zona costera y los fondos 
marinos públicos a la Corona (Gobierno) y creó un mecanismo de reconocimiento de los intereses 
consuetudinarios en la zona costera y los fondos marinos públicos.  Como señaló el Relator 
Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas después de su visita de 2005, muchos maoríes y no maoríes estaban 
en desacuerdo con la ley.  El Gobierno anunció en marzo de 2009 la creación de un grupo 
ministerial de expertos independiente encargado de estudiar si la ley reconocía y amparaba 
efectivamente los intereses consuetudinarios y públicos en la zona costera marina.  El grupo 
ministerial presentará un informe escrito al Fiscal General a finales de junio de 2009 que se 
someterá a la consideración del Gobierno. 

102.  La Corona (el Gobierno) y un grupo maorí alcanzaron un acuerdo para reconocer intereses 
consuetudinarios, en virtud de la Ley de la zona costera bañada por la marea y de los fondos 
marinos de 2004.  La Corona (el Gobierno) ha también ha mantenido negociaciones con otros 
cuatro grupos maoríes y ha llegado a acuerdos no vinculantes para plasmar la situación en la que se 
encontraban las diversas negociaciones.  Estas negociaciones han quedado en suspenso durante la 
revisión de la ley. 
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c) La Estrategia nacional sobre el idioma maorí y radiodifusión  

103.  Se está revisando la Estrategia Nacional sobre el idioma maorí para asegurar la buena marcha 
de la revitalización de ese idioma.  Entre sus principales éxitos figuran la creación del programa 
sobre las iniciativas lingüísticas basadas en la comunidad y un fondo de promoción de proyectos 
sobre el idioma maorí.  Se sigue prestando apoyo a la red de radiodifusión maorí y en 2004 se 
inauguró un servicio de televisión maorí, al que se añadió un canal en 2008.  Las encuestas 
realizadas por el Gobierno ponen de manifiesto una clara mejora del estado de salud del idioma 
maorí, ya que ha aumentado el número de maoríes con un cierto nivel de expresión y comprensión 
oral.  Tanto los maoríes como los no maoríes demuestran una actitud más positiva hacia el idioma 
maorí.  El Gobierno acaba de difundir las directrices para los planes de estudios en maorí con vistas 
a que cada escuela neozelandesa de lengua inglesa logre concebir y configurar un plan de estudios 
que incluya el idioma maorí. 

12.  Migrantes, refugiados y solicitantes de asilo 

104.  La Oficina de asuntos étnicos, creada en mayo de 2001, está encargada de velar por que la 
política gubernamental tenga en cuenta los intereses y opiniones de los grupos étnicos.  La oficina 
apoya las iniciativas destinadas a ayudar a las comunidades de refugiados y de migrantes a 
participar activamente en la sociedad neozelandesa.  También presta servicios especializados de 
concienciación y comunicación interculturales al Gobierno, las comunidades y las empresas.  
El Ministerio de Asuntos de las Islas del Pacífico promueve el desarrollo económico y el bienestar 
social y cultural de las poblaciones del Pacífico de Nueva Zelandia.  Asimismo contribuye a 
mejorar su situación educativa. 

105.  En febrero de 2002, el Gobierno se excusó oficialmente ante los neozelandeses de origen 
chino por la discriminación histórica infligida a los colonos chinos a finales del siglo XIX e 
inauguró el proceso oficial de reconciliación entre el Gobierno y la comunidad china de Nueva 
Zelandia. 

106.  Lamentablemente, sigue habiendo racismo y discriminación racial en Nueva Zelandia.  
En 2008 la Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia recibió 407 denuncias y consultas 
relacionadas con cuestiones raciales sobre un total de 1.518 denuncias y consultas relacionadas con 
casos de discriminación ilegal30. 

107.  Nueva Zelandia forma parte del reducido grupo de países que acepta para su reasentamiento a 
un cupo de refugiados fijado por el ACNUR.  El cupo asciende hoy en día a 750 refugiados anuales, 
con un subcupo de mujeres en situación de riesgo y un subcupo de enfermos/personas con 
discapacidad.  Nueva Zelandia no aplica repatriaciones forzosas de personas a las que se ha 
reconocido la condición de refugiados cuando se "normaliza" la situación en su país.  Son motivo 
de preocupación las trabas al reconocimiento de la condición de refugiado en virtud del sistema de 
cuotas y el uso de técnicas de establecimiento de perfiles. 

108.  Aunque Nueva Zelandia no ha ratificado la Convención internacional sobre la protección de 
los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, la legislación nacional 
ampara los derechos de esos trabajadores. 

109.  Si bien la política de inmigración neozelandesa se centra principalmente en los trabajadores 
cualificados, es clave ofrecer respuestas inmigratorias a los migrantes en virtud de una serie de 
instrumentos internacionales de derechos humanos como la Convención contra la Tortura y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  El Ministro de Inmigración también puede intervenir 
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en casos específicos que requieran discreción por razones humanitarias.  La política de inmigración 
neozelandesa no se basa en la nacionalidad. 

110.  El Gobierno dispone de una estrategia de asentamiento para nuevos inmigrantes que fomenta 
las relaciones positivas con las comunidades de acogida, el empleo, el dominio del inglés, el acceso 
a la información y a los servicios, las redes sociales de apoyo, la seguridad y la participación con 
vistas a favorecer la adaptación de los inmigrantes a la vida en Nueva Zelandia.  Además, se ha 
puesto en práctica en 19 localidades de todo el país una iniciativa neozelandesa de apoyo al 
asentamiento de inmigrantes, que aspira a establecer un claro punto de contacto para los recién 
llegados y remitirlos a los servicios de información y orientación apropiados a escala local.  En las 
escuelas se imparten cursos de inglés para hablantes de otras lenguas y en mayo de 2003 se puso en 
marcha una estrategia de inglés para adultos hablantes de otras lenguas.  La Oficina de asuntos 
étnicos también gestiona Language Line, servicio profesional gratuito de interpretación telefónica 
destinado a facilitar el acceso a los servicios públicos de personas con conocimientos limitados o 
nulos de inglés.  El servicio comprende 39 idiomas.  Los servicios de apoyo a refugiados no 
reconocidos que están a la espera de dictámenes sobre sus respectivos casos y las condiciones de 
detención de los solicitantes de asilo en prisión ya han sido señalados como problemas en Nueva 
Zelandia. 

La trata de personas 

111.  El 19 de julio de 2002, Nueva Zelandia ratificó la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional y los protocolos que la complementan:  el Protocolo para 
prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños y el Protocolo 
contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire.  Nueva Zelandia trabaja en estrecha 
colaboración con sus socios de Asia y el Pacífico en el Proceso de Bali sobre el contrabando y la 
trata de personas y la delincuencia transnacional conexa. 

112.  La legislación neozelandesa prohíbe la trata de personas y la castiga con penas severas.  
Nueva Zelandia también ha puesto en marcha una serie de iniciativas destinadas a impedir la trata y 
combatir todo los casos nuevos o que puedan surgir al respecto.  Con el fin de reforzar las medidas 
ya adoptadas, el Departamento de Trabajo dirige un grupo de trabajo interinstitucional encargado de 
elaborar un plan de acción para prevenir la trata de personas.  Se trata de un marco general para la 
lucha contra la trata de personas que coordinará la labor de los organismos gubernamentales y las 
organizaciones no gubernamentales. 

13.  Derechos humanos y lucha contra el terrorismo 

113.  A raíz de los atentados del 11 de septiembre y de Bali, se reforzaron las medidas 
antiterroristas en cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia de antiterrorismo y 
para proteger a la población de Nueva Zelandia.  Ciertas entidades del país, entre ellas la Comisión 
de Derechos Humanos de Nueva Zelandia, expresaron preocupación por el hecho de que algunas de 
estas medidas no respetaban debidamente los derechos humanos o eran aplicadas de forma 
inapropiada.  La Comisión de Derechos Humanos de Nueva Zelandia, por ejemplo, recibió una 
serie de informes sobre una operación policial llevada a cabo en octubre de 2007, en virtud de las 
leyes sobre la supresión de las armas y del terrorismo, lo que entrañó la detención de diversas 
personas por posesión ilícita de armas de fuego y otras armas prohibidas.  En particular, a algunos 
maoríes les preocupaba que la operación estuviera dirigida contra ciertas comunidades suyas, 
aunque no todos los detenidos eran maoríes.  A finales de noviembre de 2007 tres Relatores 
Especiales de las Naciones Unidas también recibieron una comunicación sobre esta cuestión, en la 
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que se sostenía, entre otras cosas, que la operación policial había violado el derecho a la libertad, a 
la intimidad y a la no discriminación. 

114.  El Gobierno respondió a la comunicación en enero de 2008.  Señaló que el comportamiento de 
la policía durante la investigación debía ser examinado por varios organismos independientes, así 
como en el marco de procedimientos judiciales que habían sido abiertos o se abrirán en el futuro.  
El Representante Especial del Secretario General para la situación de los defensores de los derechos 
humanos agradeció al Gobierno de Nueva Zelandia su detallada respuesta a la comunicación y le 
solicitó que lo siguiera informando sobre las conclusiones de las investigaciones en curso.   

115.  De conformidad con una recomendación del Procurador General, la Comisión General de 
Codificación (organización independiente que examina ámbitos normativos que requieren 
actualizaciones, reformas o desarrollo) está revisando la legislación vigente a fin de determinar si es 
preciso llevar a cabo modificaciones legislativas para tipificar comportamientos que supongan un 
riesgo o un motivo de preocupación para la preservación de la seguridad pública.  Según los 
parámetros establecidos para esa revisión, la Comisión debe "tener en cuenta la necesidad de hallar 
un equilibrio adecuado entre la preservación de la seguridad pública y el mantenimiento de los 
derechos y libertades individuales".  La labor de la Comisión comprende una fase inicial de 
investigación y consultas, la preparación ulterior de un documento temático y la presentación de un 
informe final. 

IV.  PRIORIDADES FUNDAMENTALES EN MATERIA 
DE DERECHOS HUMANOS 

116.  Las prioridades fundamentales del Gobierno de Nueva Zelandia con arreglo al presente 
informe son las siguientes: 

a) Mejorar el bienestar económico, social y cultural de las personas que viven en Nueva 
Zelandia; 

b) Reducir la violencia en el seno de las familias y sus repercusiones sobre las mujeres y 
los niños; 

c) Brindar más oportunidades y responsabilidades a las personas jóvenes de Nueva 
Zelandia mediante el sistema educativo y el sistema de justicia de menores; 

d) Reforzar los derechos de las víctimas de delitos; 

e) Mejorar el proceso de consultas con la sociedad civil con vistas a futuros informes sobre 
los derechos humanos y los procesos de seguimiento de las recomendaciones; 

f) Reforzar la cooperación entre el Gobierno y los maoríes, lo que entraña seguir prestando 
apoyo a los maoríes para que aprovechen su capacidad y mantener el buen ritmo de 
concertación de acuerdos equitativos, justos y viables sobre las reclamaciones históricas 
dimanantes del Tratado de Waitangi, y 

g) Aplicar la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y la 
Estrategia sobre la discapacidad. 
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V.  TOKELAU 

117. Sírvanse consultar el informe publicado en www.ohchr.org (quinto período de sesiones del 
EPU:  Nueva Zelandia) y en www.mfat.govt.nz (Global issues:  Human Rights). 

Notas 
 
1 The following abbreviations and term have been used: 

ACC Accident Compensation Corporation 
BORA New Zealand Bill of Rights Act 1990 
CAT Convention against Torture and Other Cruel, Inhuman or Degrading Treatment or Punishment 
CED International Convention for the Protection of All Persons from Enforced Disappearance 
CEDAW Convention on the Elimination of All Forms of Discrimination against Women 
CRC United Nations Convention on the Rights of the Child 
DRIP Declaration on the Rights of Indigenous Peoples 
ESOL English for Speakers of Other Languages  
HRRT New Zealand Human Rights Review Tribunal 
ICCPR International Covenant on Civil and Political Rights 
ICERD International Convention on the Elimination of All Forms of Racial Discrimination 
ICESCR International Covenant on Economic, Social and Cultural Rights 
ILO International Labour Organisation 
ICRMW International Convention on the Protection of the Rights of All Migrant Workers and Members of 

Their Families 
IPCA New Zealand Independent Police Conduct Authority 
Māori Indigenous people of New Zealand 
MFAT New Zealand Ministry of Foreign Affairs and Trade 
MP Member of Parliament 
MWA New Zealand Ministry of Women’s Affairs 
NHRI National Human Rights Institution 
NGO Non-Government Organisation 
NZAID New Zealand Agency for International Development. 
NZAPHR New Zealand Action Plan for Human Rights 
NZHRC New Zealand Human Rights Commission 
NZSL New Zealand Sign Language 
ODI New Zealand Office for Disability Issues 
OEA New Zealand Office of Ethnic Affairs 
OHCHR Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights 
UNHCR United Nations High Commissioner for Refugees 
UPR Universal Periodic Review 

2 HRI/CORENZL/2006. 
3 Human Rights Council resolution 5/1 of 18 June 2007 and the General Guidelines for the Preparation of information 
under the Universal Periodic Review (as contained in document A/HRC/6/L/24). 
4 Please note that people can choose to identify with more than one ethnic group in New Zealand, so the figures do not 
add up to 100 per cent. 
5 For more information on New Zealand’s position in relation to human rights instruments see New Zealand Handbook 
on International Human Rights, New Zealand Ministry of Foreign Affairs and Trade, May 2008 and New Zealand’s 
Core Document (HRI/CORE/NZL/2006) of 26 October 2006. 
6 A/HRC/WG.6/5/NZL/2 incorrectly states that New Zealand signed the ICRMW in 2007. 
7 A copy of New Zealand’s Explanation of Vote of 13 September 2007, which sets out why New Zealand did not 
support the adoption of the DRIP, is available on the Ministry of Foreign Affairs and Trade’s website – 
www.mfat.govt.nz. 
8 New Zealand is also party to three other key instruments proscribing slavery including the International Convention 
for the Abolition of Slavery and the Slave Trade (1926); the Protocol amending the Slavery Convention signed at 
Geneva on 25 September 1926, with annex (1953); and the Supplementary Convention on the Abolition of Slavery, the 
Slave Trade, and Institutions and Practices Similar to Slavery (1956).   
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9 This section draws on the Rt. Hon. Sir Kenneth Keith’s, “On the Constitution of New Zealand: An Introduction of the 
Foundations of the Current Form of Government”, (1990, updated 2008) in The Cabinet Manual and New M. S. R. 
Palmer’s, “What is New Zealand’s constitution and who interprets it?  Constitutional realism and the importance of 
public office-holders”, (2006) 17 Public Law Review 133. 
10 The Parliamentary Library Research Paper, Final Results for the 2008 New Zealand General Election, 2009. 
11 The Cook Islands acceded to CEDAW in its own right on 11 August 2006 and it subsequently submitted its Initial 
Report on CEDAW in September 2006.  The Government met with the CEDAW Committee in August 2007.  The 
outcomes of the dialogue with the CEDAW Committee have been developed into a National Action Plan by the Gender 
and Development Division.  It is envisaged that the plan will be implemented from 2008-2011 with the assistance of 
donor partners such as UNDP and NZAID.  The Plan recommends legislative and policy changes. Prior to its meeting 
with the Committee, the Cook Islands withdrew all of its reservations to CEDAW on 30 July 2007.  The Cook Islands 
also acceded to the CEDAW Optional Protocol and to the amendment to article 20 paragraph 1 of CEDAW on 27 
November 2007 and withdrew all of its reservations to CEDAW.  The Cook Islands has just completed its Initial Report 
on the Convention on the Rights of the Child (CRC) and will soon submit this to the CRC Committee in Geneva within 
the next month.  The Cook Islands has withdrawn its reservation to article 37 of the CRC on 25 March 2009. 
12 Please refer to the following website: www.nzlii.org. 
13 For more information on the New Zealand Human Rights Commission, visit www.hrc.co.nz. 
14 Statistics New Zealand, QuickStats About Maori, 27 March 2007. 
15 The Social Report 2008, Ministry of Social Development, 2008. 
16 The Global Gender Gap Report 2008, produced by the World Economic Forum, ranks New Zealand in 5th place in 
the world – up two places from our ranking in 2006.  The Human Rights Development Report’s Gender-related 
Development Index and Gender Empowerment Measure for 2007/08 rank New Zealand 18th and 11th respectively. 
17 Indicators for Change: Tracking progress of New Zealand women, Ministry of Women’s Affairs, October 2008.  
A copy of the report can be found at Ministry of Women’s Affairs’ website - www.mwa.govt.nz. 
18 Indicators for Change: Tracking progress of New Zealand women, Ministry of Women’s Affairs, October 2008. 
19 Indicators for Change: Tracking progress of New Zealand women, Ministry of Women’s Affairs, October 2008. 
20 New Zealand Census of Women’s Participation 2008, NZHRC. 
21 Indicators for Change: Tracking progress of New Zealand women, Ministry of Women’s Affairs, October 2008. 
22  New Zealand Income Survey, June 2008, based on median hourly earnings. 
23 Focusing on Women 2005. Wellington, Statistics New Zealand 2005. 
24 New Zealand Income Survey June 2008, based on median hourly earnings. 
25 The Social Report 2008, Ministry of Social Development, 2008. 
26 Positive Ageing Indicators 2007, Ministry of Social Development, August 2007. 
27 M. Fletcher and M. Dwyer, A Fair Go for all Children, Actions to address child poverty in New Zealand, August 2008.   
28 The Social Report 2008, Ministry of Social Development, 2008. 
29 Human Rights in New Zealand Today: Summary Report, New Zealand Human Rights Commission, 2004. 
30 Tui Tui Tuituia: Race Relations in 2008, New Zealand Human Rights Commission. 
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